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LA IMPORTANCIA SOCIOAMBIENTAL DE LAS FACHADAS MARÍTIMAS

“Ante la simultaneidad de una gran presión de usos y la falta de una legislación
adecuada, los hechos evidencian que España es uno de los países del mundo donde la costa, en
el aspecto de la conservación del medio, está más gravemente amenazada, y hora es ya de poner
fin a su grave y progresivo deterioro y a las alteraciones irreversibles de su equilibrio” 1 .

Así se expresaba el legislador al redactar la vigente Ley de Costas, hace ya siete años.
Sin embargo, en la actualidad podemos afirmar que a pesar de los esfuerzos realizados, el
enorme desarrollo urbano del litoral español, vinculado estrechamente con los usos turísticos
-sobre todo en el área mediterránea-, no ha contribuido en modo alguno a impedir ese deterioro.

Hablar en este instante de la enorme fragilidad de un medio anfibio como es la costa,
o de su estratégica situación entre la tierra y el mar, desencadenant e de “grandes y
desenfrenadas apetencias humanas2, puede resultar innecesario. En nuestra mente retenemos



     3 Baste recordar que “ el 35 % de la población española ocupa una franja costera de 5 kilómetros de ancho, con
una densidad de población cuatro veces superior a la media nacional en época no turística (...) y doce veces superior
durante el verano”. Dirección General de Costas del MOPTMA: Recuperando la Costa, Madrid, 1993, p. 20.

     4 Instituta (año 533), libro II, título I, ley 3, cit. en FUENTES BODELÓN, F.: “ La evolución del litoral a través
de sus normas”, en Coloquio Hispano-Francés sobre Espacios Litorales. Noviembre 1981. Ed. Serv i cio de
Publicaciones Agrarias del Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación. Madrid, 1982, p. 150. En este sentido,
conviene citar también el compendio jurídico Digesto (libro I), donde se clasificaban como res communis ommium
a “ las cosas que por derecho natu ral pertenecen a todos los hombres: el aire, el mar, el agua corriente y las riberas
del mar” [la cursiva es nuestra].

     5 MORENO CÁNOVES, A.: Régimen jurídico del litoral (tesis doctoral), p. 132 y ss., en el ejemp lar original.

     6 Ley de Aguas de 3-VIII-1866, art. 1º, cit. en C.E.O.T.M.A.: Ordenación de los espacios litorales. Crit er i o s
metodológicos y normativos. Ed. Centro de Estudios para la Ordenación del Ter r i t o r i o  y el Medio Ambiente
(M.O.P .U.). Serie “ Normativa”, nº 7. Madrid, 1982, p. 201.

     7 FUENTES BODELÓN, F.: op. cit, p. 152.
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imágenes de playas regresivas, obras de defensa de enorme dureza paisajística y ambiental, y
frentes costeros degradados por una ocupación desmedida de su traspaís más inmediato3. Por este
motivo se hacía necesario realizar una aproximación al estudio de la fachada marítima de la
provincia de Alicante, con el doble objetivo de contribuir por un lado a la protección del espacio
litoral, y por otro, a una adecuada ordenación de las áreas litorales.

EL D.P.M.T. COMO FIGURA LEGAL

La consideración de la interfase litoral como bien de titularidad pública, aunque de
permanente actualidad, no es un hecho reciente. Hunde sus raíces en el derecho romano, aunque
será en el siglo VI de nuestra Era cuando, gracias al emperador Justiniano, tengamos constancia
de las primeras disposiciones conocidas en pro de la defensa del litoral, al dictar que “el uso del
litoral es público, de derecho de gentes, como el mismo mar (...) mas la propiedad del litoral a
nadie corresponde, sino que es del mismo derecho que el mar o la tierra que está debajo de él”4.

Sin embargo, y aunque para el caso español, son las Siete Partidas de Alfonso X el Sabio,
el primer documento jurídico de la costa, donde se recoge y completa esta normativa justiniana,
es a la Ley de Aguas  de 3 de agosto de 1866 a la que debemos el auténtico origen del
ordenamiento actual. Sus artículos 9 y 10 establecían en 20 metros el ancho acumulado de las
servidumbres de vigilancia litoral y salvamento, contadas tierra adentro desde el límite interior
de la playa5, servidumbre que p ermaneció inalterada hasta 1969 y con pocas modificaciones
hasta 1988. Establecía, además, como de dominio nacional y uso público6 las costas o fronteras
marítimas del territorio (con sus abras, ensenadas, calas, radas, bahías y puertos) y las playas,
entendiendo como tal el espacio que alternativamente cubren y descubren las aguas  en los
movimientos de la marea. Ambos conceptos, así como el hecho de calificar al dominio público
como inalienable e imprescriptible, convierten a dicha Ley en “la más perfecta de nuestro
ordenamiento de los bienes”7.

Pero toda esta protección, sumariamente considerada, comienza a verse vulnerada



     8 ANTÓN CLAVÉ, S.: Diferenciació i reestructuració d e  l’espai turístic. Processos i tendències al litoral de
Tarragona (tesis doctoral inédita), 1995, pp. 37-38 en el ejemplar original.

     9 CONSTITUCIÓN ESPAÑOLA, art. 132.2

     10 Ley 22/1988, de 28 de julio, sobre Costas. Exposición de Motivos, epígrafe I.

     11 MENÉNDEZ REXACH, Á.: “ La nueva ley de costas: el dominio público co mo  régimen jurídico de especial
protección”, en FOURNEAU, F. y MARCHENA, M. (dirs.): Ordenación y desarrollo del turismo en España y en
Francia. Ed. Casa de Velázquez. Madrid, 1991. p. 44.
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en la época del desarrollismo urbano-turístico de los sesenta, a amparo entre otras de la Ley
187/1963, de 28 de diciembre, sobre Centros y Zonas de Interés Turístico Nacional (y del decreto
4.297/1964, por el que se aprobó su Reglamento), cuya permisividad tenía como único objetivo
‘la ordenación turística del territorio nacional’ y, entre otras disposiciones, otorgaba notables
beneficios de uso y disfrute del dominio público marítimo a los Centros y Zonas que fueran
declarados de Interés Turístico Nacional. Supuso por lo tanto, “una fórmula privilegiada para dar
vía libre al desarrollo urbano-turístico al margen del sistema de planificación vigente a partir de
la Ley del Suelo de 1956”8 y sus result ados en el litoral fueron inmediatos: un aumento
descomunal de la presión turística y la degradación a veces irreversible de algunos tramos de
nuestro litoral.

Hubo una oportunidad para poner freno a esta situación en julio de 1969, con la Ley
28/1969 de 26 de abril sobre Costas, pero se desaprovechó en un documento que dejaba abierta
una vía a la presencia de terrenos particulares en la zona demanial marítimo-terrestre, que no
perfilaba correct amente las competencias específicas de cada administración y que perdía la
ocasión de ampliar la exigua servidumbre de salvamento de 20 metros a -por lo menos- un
centenar.

Ante esta situación, agravada por el boom inmobiliario de los ochenta, se hacía
imprescindible la redacción de un nuevo aparato legislativo que redefiniera y amparase
racionalmente el dominio público marítimo terrestre. La primera medida que se tomó fue la
redacción del artículo 132 de la Constitución Española, en el que se incluyen dentro del demanio
marítimo-terrestre los espacios “que determine la ley y, en todo caso, la zona marítimo-terrestre,
las playas, el mar territorial y  los  recursos naturales de la zona económica y la plataforma
continental”9.

Tan sólo era necesario que se legislara para completar dicho artículo, lo que ocurrió en
julio de 1988 con la redacción de la vigente Ley 22/1988 de Costas, en cuyos artículos 3, 4 y 5
se explican con mayor claridad dichos conceptos.

De carácter innovador frente al ordenamiento previo, la actual legislación eliminó la
posibilidad de adquirir la propiedad de los terrenos ganados al mar o de cualquier otra porción
del dominio público como consecuencia de la realización de obras, “ya que estas actuaciones
proporcionan frecuentemente cobertura a operaciones de especulación inmobiliaria”10.

De manera explícita se reconocía por t ant o la insuficiencia del aparato legislativo
anterior, cuyas servidumbres en tramos  de costa no consolidados urbanísticamente eran
claramente ineficaces. El cambio con la anterior Ley de Costas es tan grande que en el art. 9.1
se reitera que “ no podrán existir terrenos de propiedad distinta a la demanial del Estado en
ninguna de las pertenencias de DPMT, ni aun en el supuesto de t errenos ganados al mar o
desecados en su ribera”11.



     12 RO D RÍG U E Z MA RTÍNEZ, F.: “ Conocimientos geográficos de la política de costas en el litoral
surmediterráneo andaluz”, en FOURNEAU, F. y MARCHENA, M. (dirs.): op. cit., p. 58.

     13 MARTÍN MATEO, R. y  VE RA  RE BO L L O , J. F. (dirs.): El litoral valenciano. Ed. MOPTMA. Dirección
General de Política Territorial y Urbanismo (serie Monografías), Madrid, 1993, p. 75.

     14 SU ÁRE Z CA BRE RA , C.: “ Clasificación y calificación del territorio litoral”, en MARTÍNEZ, J. y CASAS,
D. (eds.): Seminario sobre territorio litoral y su ordenación. Ed. Servicio de Publicaciones de la Universidad de Las
Palmas de Gran Canaria. Las Palmas, 1994, p. 105.

     15 Sobre el cambio de valoración social del litoral relacionado con la especialización turística de los municipios
ribereños, el proceso de transformación económica y territorial asociado y las características del poblamiento
turístico, véase VERA REBOLLO, J.F.: “ Turismo  y  Territorio en el litoral español” en Estudios Territoriales , nº
32, 1990, pp. 81-110.
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Se amplían por tanto las viejas servidumbres, que quedarán concretadas en 100 metros
desde el límite interior de la ribera del mar (servidumbre de protección); 6 m. para servidumbre
de tránsito y zona de influencia de 500 m. (mínimo) para garantizar la protección del DPMT.
Pero estos umbrales llegaban ya tarde. Rodríguez Martínez aporta algunos datos: en la provincia
de Málaga “el 66% del suelo comprendido en la franja de 20 m. y el 34 % del incluido en la
franja de 100 m. estaban afectados ya urbanísticamente a la entrada en vigor de la citada Ley”12.
Y para la provincia de Alicante, se llegan a apuntar cifras todavía más altas, por cuanto que
algunos autores consideran que su fachada marítima está consolidada en más del 80 % de su
extensión, con algunos municipios cuyo frente costero se encuentra consolidado o comprometido
(SUP) en un 98 % (Torrevieja, Denia y Orihuela)13.

Lo que sí se demostró desde su entrada en vigor es que, a pesar de la polémica suscitada,
la Ley de Costas se ha convertido en un importante instrumento de ordenación urbanística, aun
cuando no fuera esa su finalidad inicial14; sin embargo, al no clasificar suelo, nunca podrá ser la
única solución a los problemas de ocupación urbana del litoral. Este es, sin duda, su principal
problema: el hecho de tratarse de una legislación sectorial, que afecta a un espacio restringido
(el D.P.M.T.), pero que necesita de una fuerte complementariedad con otros documentos como
la Ley del Suelo y, especialmente, con los propios Planes Generales Municipales de Ordenación.

USOS TURÍSTICOS Y D.P.M.T. EN LA PROVINCIA DE ALICANTE

La consideración del conjunto del litoral de la provincia responde, más que al análisis
exhaustivo de cada uno de sus tramos, a nuestro propósito de ilustrar con el suficiente número
de ejemplos la transformación funcional que ha determinado la imagen actual de nuestra fachada
marítima, pero sin perder de vista la unidad de tratamiento que requiere este espacio físico,
donde coexisten la actividad urbana y la turística-residencial, estrechamente implicadas en
algunos casos.

El proceso de ocupación del frente costero se asocia a la llegada del turismo de masas,
atraído por el sol y la playa, que suponen la valorización de la primera línea de mar15, hasta
ent onces  apenas considerada en la ordenación urbana de los municipios lindantes con el
D.P.M.T., como espacio privilegiado para la implantación del uso residencial y  actividades
recreativas a él asociadas.



     16 Sin embargo, en ciertos municipios como Torrevieja el proceso fue d i fe ren t e :  en  una primera etapa de
desarrollo turístico se empleó la  t i p o logía unifamiliar aislada (chalet), para continuar con el adosado y la torre de
apartamentos , conforme la escasez de suelo iba siendo mayor, y los espacios más atractivos habían sido ya
colonizados. La ganancia en altura se convierte así no sólo en un modo de aprovechar el suelo de parcela, sino de
adquirir la codiciada visión de la lámina de agua, en una progresiva competencia hacia el interior

     17 Es el caso del continuo urbano que desde la ciudad de Alicante se extiende hacia el norte  por la Albufereta,
playa de San Juan, playa de Muchavista y playa del Tracho-Carrer la Mar, ya en el municipio de El Campello.

     18 Componen el lito ral de esta comarca, de norte a sur, los municipios de Els Poblets, Denia, Jávea, Poble Nou
de Benitatxell, Teulada-Moraira, Benissa y Calpe.
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De esta manera, entre las décadas sesent a y ochenta las costas se urbanizan y se
generalizan nuevas tipologías edificatorias, principalmente el bloque de apartamentos en altura
y, más tarde, los adosados que se extienden sobre espacios no ocupados al tiempo que modifican
las fachadas urbanas preexistentes contribuyendo a la expansión del uso turístico-residencial y
a la configuración de una nueva morfología del frente litoral16.

Así pues, es lógico p ensar que para analizar la fachada marítima debe ser necesario
recordar algunas de las características del peculiar sistema de organización del territorio turístico,
tanto en cuanto a la localización de los equipamientos e infraestructuras como de las unidades
básicas de producción, es decir, establecimientos hoteleros y conjuntos residenciales, en relación
con el tipo de afluencia dominante y los condicionantes del medio físico.

Como principales rasgos que definen el proceso de ocupación turístico-residencial y el
modelo de desarrollo territorial destaca su linealidad al estructurarse junto con las
infraestructuras viarias de primer orden (N-340 hasta Alicante y N-332/A-7 desde esta ciudad
hacia el norte), de forma paralela al mar, circunstancia que se plasma en un crecimiento continuo
que ciñe el perfil costero, a veces a modo de ensanches urbano-turísticos en el caso de núcleos
de población próximos17 y, en otros casos, sobre t odo cuando las cabeceras municipales se
localizan en el interior, con la creación ex novo de urbanizaciones al margen de la estructura
urbana preexistente e, incluso, sin conexión entre ellas. La expansión de estas urbanizaciones
turísticas sobre el frente litoral se torna en un fenómeno de gran impronta espacial, elemento
fundamental del paisaje costero.

Dentro de la variada casuística que ilustra este segundo modelo, destaca principalmente
el municipio de Teulada, cuyo desarrollo costero en el núcleo de Moraira ha superado con creces
la importancia económica y demográfica de la cabecera municipal, hasta el punto de motivar a
ciertos colectivos a la petición formal de una segregación municipal. Orihuela ha experimentado
un proceso similar, con el surgimiento ex novo de lo que se ha dado en llamar Playas de Orihuela
(Dehesa de Campoamor, Cabo Roig, La Zenia, etc.), aunque el interior municipal mantenga
todavía un claro predominio económico sobre su costa.

Otro aspecto importante es la intensidad de uso de acuerdo con la búsqueda de la
máxima rentabilidad en el aprovechamiento del suelo. En este aspecto nos es posible
delimitar un primer sector septentrional que se corresponde, grosso modo, con la comarca de
La Marina Alta18, donde el modelo más usual es la diseminación de viviendas
unifamiliares aisladas, en función de sus especiales características topoecológicas y de



     19 En muchos estudios territoriales realizados sobre  e l  turismo en la Costa Blanca, frecuentemente se identifica
a este sector con elevados niveles de calidad en la construcción, en la urbanización y, en definitiva, con un producto
turístico superior al estándar provincial. La realidad, sin embargo, tiene fuertes mat ices que en ocasiones desdicen
estas posturas. Para más información, conviene consultar los resultados de la encuesta a residentes re fl e j ad a  en el
Programa de Revitalización de Municipios con Turismo Residencial (MUNRES), Excma. Diputación Provincial de
Alicante. Alicante, 1995.

     20 ROSSELLÓ I VERGER, V. M.ª: “ L’artificialització del lit o ra l  valencià”, en Cuadernos de Geografía de la
Universidad de Valencia, nº 38 (1986), pp. 1-28.

     21 El propio nombre resulta controvertido, por cuanto las obras no son  d e defensa DEL litoral sino obras para
defender AL litoral, en muchas ocasiones de las propias actuaciones humanas.

     22 Pero no es ésta la única causa de la regresión de algunas playas. Como es obvio, la canalización  d e  c i ertos
cauces, como el del Río Segura y los tramos final es del barranco de las Ovejas (Alicante) y Riu Monnegre (El
Campello), así como la cap tación de aguas para riego y las obras de contención y derivación (presas y azudes) han
motivado una pérdida notable en los aportes de áridos a nuestras playas, regresi ó n  q u e algunas osadas voces
atribuyen incluso a un pretendido cambio climático.
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una demanda de mayor poder adquisitivo19. Por el contrario, en el tramo de costa restante, desde
el municipio de Calpe hacia el sur, con Benidorm como máximo exponente, la nota dominante
del paisaje va a ser la sucesión de bloques  en altura (casi siempre de apartamentos, aunque
Benidorm aúna una importantísima oferta hotelera) y viviendas adosadas, que permiten una
mayor capacidad de alojamiento. Este tipo de construcciones, al margen de las negat ivas
repercusiones de carácter ambiental, sobre todo relacionadas con la interrupción de la circulación
de áridos entre la playa y su traspaís, se convierten en los elementos más relevantes del paisaje
litoral, en una gran pantalla arquitectónica. Además, estas formas prosperan sobre todo en los
tramos de costa baja y arenosa aprovechando una topografía llana que no impone obstáculos a
la edificación, haciendo del bloque de apartamentos el principal protagonista del paisaje costero
hasta conformar una verdadera muralla de hormigón sin respetar la identidad de los elementos
naturales, o en otras palabras, creando una barrera física y paisajística que ha provocado una
art ificialización de litoral conocida por algunos como marbellización o balearización20.  Los
efectos de esta tipología son conocidos y quizá no merece la pena extenderse en su comentario.
Baste recordar la mencionada pérdida de áridos en las playas, la ocupación del cordón dunar, la
proyección de sombras en las playas orient adas al este a partir de mediodía (sustrayendo el
recurso “sol”, base de nuestro turismo), la privatización de un espacio público, y el siempre
subjetivo deterioro paisajístico.

Estos fenómenos se refuerzan con una serie de obras de defensa lit oral21 como
diques, esp igones y escolleras, cuya aparición está estrechamente vinculada a la asignación
del uso turístico-residencial a la franja costera. Su finalidad es paliar o contrarrestar
los mencionados efectos inducidos por la edificación en altura, actuando sobre playas que
se han tornado regresivas con el desarrollo inmobiliario22. Sin embargo, estas
infraestructuras llevan aparejadas la construcción de otras tantas que int entan reproducir
la dinámica litoral original, acabando por formar parte de casi todas  las fachadas marítimas.
El diseño de tales elementos hace que su rasgo morfológico más sobresaliente sea su
linealidad y que con su disposición, bien perpendicular (espigones) o bien paralela
(diques y escolleras) a la costa, acoten las p ersp ectivas visuales sobre la playa. En el



     23 Los puntos más conflictivos por este motivo son los municipios de Altea, El Campello-Alicante (sector de las
playas de Muchavista y San Juan) y Torrevieja.

     24 Buenos ejemplos ilustran esta afirmación: Laguna de Torrevieja, Salinas de San ta Pola, Dunas de Guardamar,
Arenales del Sol y Saladares de Agua Amarga, entre otros.

     25 En relación a la dispersión del ordenamiento jurídico y la insuficiencia e indefinición de la zona de servidumbre
y protección, como una de las causas que han contribuido a alterar el equilibrio natural del litoral, véase RECUERO,
A.: “ Un proyecto de Ley de Costas contra la indefensión del  l i t o ra l .  Conservar que algo queda”, en Revista del
M.O.P.U., nº 351, pp. 30-31.
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último decenio esta solución a la erosión costera ha sido reemplazada por la regeneración de las
playas con aportes de arena submarina o continental, obras de menor impacto visual, aunque
también suelen ir acompañadas de alguna de las obras citadas para reforzar la estabilidad de los
sedimentos (playa de El Postiguet, en la ciudad de Alicante).

Por otra parte, la falta de una planificación que parta de un estudio de los valores del
medio físico y del paisaje, como criterios de ordenación del frente litoral ha favorecido el trazado
de la red viaria y del ferrocarril de vía estrecha (línea Alicante-Denia) a pocos metros de la
playa23. En este sentido cabe mencionar la elaboración del Plan Indicativo de Usos del Dominio
Público Litoral (P.I.D.U.), elaborado en 1976 y que, a pesar de sus muchas limitaciones, supuso
un hito en materia de ordenación litoral, desgraciadamente no continuado en los últimos veinte
años.

De igual forma, la ausencia de un documento marco ha propiciado que en la práctica
fuera cada municipio, a través de su planeamiento urbanístico, el responsable de la ordenación
de su frente costero, transformando el litoral a través de la clasificación y calificación del suelo,
a menudo al margen de la continuidad territorial en los municipios vecinos. En relación a esta
situación ha sido frecuente la ocupación de enclaves  de gran valor ambiental como salinas,
lagunas, saladares, acantilados, dunas y playas24. En es t os  casos , los efectos han sido más
perjudiciales cuando los edificios se han levantado directamente en la p laya sin intermediar
paseo marít imo alguno que delimitara la servidumbre de tránsito contemplada en la Ley de
Costas y, por ende, el dominio público marítimo terrestre. Así ocurre en La Mata (Torrevieja)
y Arenales del Sol (término de Elche). Por otro lado, la invasión y destrucción de estos ámbitos
deja fuera de toda posibilidad el papel primordial que los mismos hubieran podido desempeñar
en la cualificación de los municipios turísticos como espacios claves de la ordenación, sobre todo
teniendo en cuenta la importante escasez de zonas libres para el esparcimient o de las  que
frecuentemente adolecen.

Junto a la prevalencia de los intereses particulares arropados en el entusiasmo
desarrollista de las corporaciones  locales, también ayuda a entender la situación actual
la manifiesta descoordinación existente en otro tiempo entre las diferentes administraciones
de carácter territorial y sectorial con comp et encias en la ordenación y gestión del litoral
(Dirección General de Costas del MOPTMA, Conselleria de Obras Públicas, Ayuntamientos,
Ministerio y Conselleria de Agricultura, Secretaría General de Turismo, etc.)25, junto
con las  disp os iciones emanadas de diferentes leyes que facilitaban su privatización, caso
de la ley 28/63 de Centros y Zonas de Interés Turís t ico Nacional, lo que se sumaba al
talante, ya de por sí flexible de las leyes  de Puertos de 1928 y 1932, y leyes de Paseos
Marítimos de 1918 y 1957, que no consiguió endurecer la ley de Costas de 1969. En



     26 GINER GRADO, C.: “ La regeneración de las pl ay as  es p añ o l as  como factor incentivador del turismo” en
Estudios Turísticos, nº 122, 1994, pp. 5-14. También OTERO, G.: “ Al borde del mar” en Revista del M.O.P.U., nº
367, 1990, p. 38.

     27 RECUERO, A.: op. cit.
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relación a éstas se explica el emplazamiento de determinadas instalaciones en los enclaves más
privilegiados por su carácter de avanz ada como cabos y terrenos ganados al mar, donde se
levantan algunos importantes hoteles, como el Apartotel Meliá en Alicante, Parador de Turismo
de Jávea, Hotel la Zenia en Orihuela, Hotel Montíboli en Villajoyosa y Apartotel Cabo Cervera
en Torrevieja, por citar los más significativos, además de algunos campings. Al mismo tiempo
constituyen elementos urbanísticos de las fachadas “turísticas” las instalaciones náut icas y
puertos deportivos que suman un total de 24 a lo largo del litoral alicantino.

En este mismo marco legislativo se ampararon otro tipo de construcciones ligadas al uso
recreativo de la playa relacionado con el veraneo tradicional y la recepción de los primeros
turistas. Nos referimos a las concesiones administrativas de ocupación de la antigua ZMT con
carácter permanente para la construcción de casas para vivienda y baños en temporada veraniega,
de acuerdo con la Ley de Puertos en El Pinet-La Marina (Elche), Guardamar, La Albuferet a
(Alicante), etc., algunas de ellas todavía en vigor.

Sin embargo entre los distintos sistemas de infraestructuras mencionados, el elemento
que con más certeza ha intervenido en la configuración de las fachadas marítimas, ha sido el
paseo al borde del mar. Los paseos marítimos se han concebido como elemento de defensa de
la playa26 al limitar la ocupación residencial pero también en ocasiones como causa de su
alteración al invadir parte del DPMT, aun cuando el artículo 44.5 de la Ley de Costas vigente
acuerde que “los paseos marítimos  se localizarán fuera de la ribera del mar y serán
preferentemente peatonales”. Por otra parte, el paseo marítimo dispuesto entre la playa y la
ciudad se ha convertido en el eje sobre el que recae la ordenación del litoral, aunque su
concepción estética se ha reducido a la repetición de un mismo esquema en casi todos los tramos
sin adecuación a la diversidad física e, incluso, sin soluciones imaginativas que hubieran
enriquecido la imagen urbana y permitido una más eficaz interrelación entre la ciudad turística
y la playa.

Quizás lo que más nos aclara su trascendencia en la ordenación de la fachada marítima
sea el hecho de que el paseo marítimo se ha concebido como un elemento de revalorización del
espacio como paso previo a su urbanización, ya que se emplea para asignar una calificación
urbanística al suelo según la distancia al mismo y, por tanto, a la playa27.

De igual modo la misma especulación del suelo o, en algún caso, su ejecución posterior
al levantamiento de los primeros edificios y, en suma, la falta de una ordenación racional, ha
derivado en la p royección de los paseos marítimos sobre algunos de los espacios de mayor
calidad ambiental de nuestra provincia, como son los cordones dunares de las playas de San Juan
(Alicante) y Guardamar. Con esta actuación no sólo se incide de manera negativa en el propio
equilibrio de la play a, s ino que se elimina la irregularidad natural de estas unidades con su
trazado rectilíneo.

Normalmente los paseos marítimos suponen una frontera entre el mar y  la t ierra,



     28 BRAU, L. y HERCE, M.: El tratamiento de los frentes costeros. Ed. MOPU, Madrid, 1986.

     29 Cabe reflexionar sobre ciertas atribuciones de competencias que realiza el Estado mediante esta Ley, sobre todo
las que inciden en materia de urbanismo y planeamiento, exc l u i d as de la competencia estatal por el artículo 148.3
de la Constitución. Así, el artículo 30.1.b de la Ley de Costas dice que “ se deberá evitar la formación de pantallas
arquitectónicas (...) sin que la densidad de edificación pueda ser superior  a  la media del SUP o SAU en el término
municipal respectivo”. Pero es que señalar tipos o densidades de edificación son facultades típicamente urbanísticas
y, por consiguiente, excluidas de la competencia estatal. No obstante, esto no parece implicar inconstitucionalidad
de la Ley de Costas para el Tribunal Constitucional que, en su sentencia 149/1991 (fallo judicial 3º H) dejaba claro
que el objetiv o  p erseguido por esta norma es la protección del medio ambiente, que sí es competencia estatal. Ver
MIRALLES GONZÁLEZ, I.: Dominio público y propiedad privada en la nueva Ley de Costas. Ed. Civitas (serie
Cuadernos) y Servicio de Publicaciones de la Universidad de Barcelona, 157 pp. Para analizar esta cuestión, vid p.
148.
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resultando un elemento que separa ambos medios e, incluso, algunos se construyen en el nivel
más alto de la playa, se rematan con muros de nula integración en el paisaje y éstos se coronan
por encima de las rasantes de los edificios con lo que a su vez constituyen una intrusión visual28.
En muchas ocasiones, además, no se sigue la recomendación legislativa del citado artículo 44.5
de la Ley de Costas, ni del artículo 94 del Reglamento que la desarrolla, por cuanto se contempla
la circulación rodada por el mismo, generalmente por tratarse de paseos de tardía ejecución, que
deben acomodarse a la es t ructura urbana ya asentada (paseo marítimo de El Campello, por
ejemplo). En la playa de Muchavis t a, sin embargo, la realización de la banda peatonal que
prolonga el paseo marítimo de la playa de San Juan sirvió, sin embargo, para evitar el acceso
rodado hasta la misma playa y para aumentar el grado de sat is facción de los usuarios. No
obstante, la estrechez de las aceras del paseo, a menudo sin elementos de referencia importantes,
hace que apenas se diferencien de cualquier otra calle del casco urbano.

En muchos casos su función ha sido la introducción de una delimitación de usos actuando
como espacio de trans ición entre la zona de reposo y la zona destinada a residencia, dando
incluso paso a la zona de servicios. No obstante, en la realidad, los paseos marítimos se han
salpicado de instalaciones fijas como restaurantes, cafeterías y quioscos que, muchas veces, se
encuentran en la misma arena (en la playa torrevejense de La Mata, o en la alicantina de San
Juan) y acaban por constituir el telón de fondo o marco de las playas.

VALORACIÓN FINAL

Que la vigente Ley 22/1988 sobre Costas llegó tarde es algo sabido. Buena parte del
litoral mediterráneo español se encontraba ya consolidado y  la legislación anterior no había
definido un modelo territorial ordenado, si es que había diseñado alguno. Pero su p rincipal
inconveniente no ha sido éste, sino el hecho de tratarse de una ley sectorial, no integrada con el
resto del ordenamiento territorial. De hecho incluso propició ciertos debates jurídicos acerca de
su posible inconstitucionalidad por cuanto parece penetrar en ámbitos que no le competen, como
el urbanismo y el planeamiento (artículo 30.1.b) de manera parcial29.



494 M. ªPaz Such Climent y Francisco José Torres y Alfonsea

El litoral de la provincia de Alicante, uno de los principales destinos del turismo nacional,
ha visto cómo su deterioro t errit orial crecía conforme lo hacían las cifras de visitantes que
aportaba la Secretaría General de Turismo. El desconocimient o de los mecanismos de la
dinámica litoral, junto con un desarrollo basado en la construcción inmobiliaria, a menudo en
la especulación, y orientado por criterios de rentabilidad inmediata devino en un modelo
territorial, cuya articulación a posteriori es indudablemente más costosa y menos eficaz que la
planificación sensata. Para ello se hacía necesaria una legislación rigurosa, como la vigente, pero
más temprana y con mecanismos de aplicación, si fuera necesario más expeditivos. Además,
contribuye al desconcierto la Ley 27/1992, de 24 de noviembre, de Puertos del Estado y de la
Marina Mercante, que contempla la aparición de un dominio público portuario, competencia de
la Dirección General de Puertos y Costas, quien, a través de las Juntas de Puerto
correspondientes, ordena y planifica su territorio sin obligación (aunque sí con la
recomendación) de adecuarse al modelo de desarrollo municipal de la ciudad que tienen a sus
espaldas.

En suma, sobre el litoral penden todavía algunas incertidumbres que es preciso despejar
para articular un desarrollo conforme a los estándares de calidad turística y residencial que de
este sector se exigen y que, no lo olvidemos, sostienen nuestra balanza de pagos.
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